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I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. estado.-

Como normativa estatal en relación con la organización local hay que destacar el Real Decreto 1108/2007, de 24 de agosto, por el que se reconocen como cotizados a la Seguridad Social los períodos en que los miembros de las Corporaciones Locales ejercieron con dedicación exclusiva su cargo político, con anterioridad a su inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social (BOE nº 218, de 11 de septiembre). 

Con evidencia, esta norma trata de complementar la previsión que ya recogiera el artículo 75 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local (LBRL), y que determinaba la inclusión en dicho Régimen General, desde su entrada en vigor, de los miembros de las Corporaciones locales que percibieran retribuciones por el ejercicio de sus cargos desempeñados con dedicación exclusiva. Por lo tanto, a partir de la aprobación de este reciente Real Decreto, también quienes los desempeñaran con anterioridad –desde el 20 de abril de 1979 hasta el 23 de abril de 1985– quedan incluidos en el mismo, a los solos efectos del reconocimiento del derecho a la percepción de la pensión de jubilación en su modalidad contributiva o al cobro de una cuantía superior a la que tienen reconocida. 

Este Reglamento señala, no obstante, una condición para dicho reconocimiento: la obligación de ingresar el correspondiente capital-coste de la parte de la cuantía de l! a pensión que se derive de los períodos reconocidos como cotizados al Régimen General de la Seguridad Social; abono que corresponderá realizar tanto a los interesados como a las Corporaciones locales en las que ejercieron sus cargos, en aplicación a la base reguladora de los porcentajes que señala el artículo 4 de la norma. Con esta exigencia se pretende, como reconoce la Exposición de Motivos del Real Decreto, preservar el equilibrio económico-financiero del sistema. 

2. Comunidades Autónomas.-

En el período de tiempo tomado en consideración para la elaboración de este informe (1 de enero a 5 de noviembre de 2007), no han sido ni numerosas ni excesivamente significativas las normas que se han aprobado en relación con la organización local. 

Por venir referidas a esta Comunidad Autónoma, hay que destacar dos Decretos sucesivos que tienen como finalidad ajustar la adscripció97n y la composición de sendos órganos vinculados a las entidades locales aragonesas a la nueva estructura departamental del Gobierno de Aragón. Me estoy refiriendo al Consejo Local de Aragón –órgano permanente de colaboración entre el Gobierno de Aragón y dichas entidades locales, de carácter consultivo y deliberante– y al Consejo de Cooperación Comarcal –órgano consultivo, deliberante y de cooperación entre el Gobierno de Aragón y las Comarcas–. 

También hay que dejar constancia de la aprobación por el Parlamento de Canarias de una Ley que tiene por objeto regular el estatuto especial de las dos ciudades que comparten la capitalidad de esa Comunidad Autónoma. 

J) Aragón.-

Como se ha avanzado, en la Comunidad Autónoma de Aragón se han aprobado sendos Reglamentos –!  Decretos 243 y 244/2007, de 2 de octubre, BOA nº 123, de 20 de octubre– que comparten una misma finalidad: acomodar la adscripción y la composición de dos señalados órganos de colaboración y cooperación con las entidades locales a la nueva estructura departamental del Gobierno de Aragón, más en concreto, a la asunción hecha por el Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior de las competencias en materia de política territorial y régimen local que hasta entonces detentaba el Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales (Decreto de 6 de julio de 2007). 

Efectivamente, el primero de esos Decretos viene referido al Consejo Local de Aragón, y modifica en concreto el artículo 2.1 del Decreto 137/1999, de 19 de octubre, en el que se regula este órgano en el sentido de identificar a sus integrantes con!  las menciones a aquel nuevo Departamento de referencia. Por su parte, el segundo Decreto también modifica los artículos 1.3 y 2.1 del Decreto 345/2002, de 5 de noviembre, por el que se crea el Consejo de Cooperación Comarcal, en el mismo sentido que el anterior. Se trata, por tanto, de normas no sustantivas sino estrictamente organizativas. 

L) Canarias.-

Según el artículo 3.1 del Estatuto de Autonomía de Canarias, la capitalidad de esta Comunidad Autónoma la detentan de manera compartida las ciudades de Santa Cruz de Tenerife y Las Palmas de Gran Canaria. Para reconocer a ambas esta condición capitalina, y en la línea de la moderna tradición municipal, la Ley 8/2007, de 13 de abril (BOC nº 78, de 19 de abril) establece un régimen específico en su relación, aprobando un Estatuto especial de Capitalidad por el que se reconoce y refuerza la autonomía de ambos Ayuntamientos y se crea un ó '97rgano colegiado estable de relación entre estas Administraciones municipales y la Administración autonómica: el Consejo de la Capitalidad. 

A este Consejo se le encomienda la adecuada coordinación de actuaciones en aquellos aspectos que se estimen de interés concurrente para la Administración autonómica y para las Administraciones municipales (artículo 5 de la Ley), y estará compuesto por representantes de ambas, en términos paritarios (artículo 6). Le corresponde también aprobar su propio Reglamento de funcionamiento, aplicándose supletoriamente las normas sobre funcionamiento de órganos colegiados que establece la Ley 30/1992. 

Por fin se reconocen también los efectos financieros de la condición de capital, que se traducirán en apartados específicos en los Presupuestos autonómicos que la tengan en cuenta.  par 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

par 1. Tribunal Constitucional (TC).-

La STC 298/2006, de 23 de octubre, Ar. 298, reitera una doctrina propia del TC, muy consolidada, conforme a la cual los cargos electos que hayan dejado de pertenecer al partido político por cuyas listas fueron elegidos pueden mantener su condición –de la que sólo podrán ser removidos por las causas legalmente previstas–, puesto que es a ellos a quienes pertenece y no al partido Con un matiz particular en este pronunciamiento: el concejal había causado baja voluntaria en el partido, no tratándose de un supuesto de expulsión como el resto de los casos sobre los que se había pronunciado el Tribunal. En cualquier caso, el TC sigue considerando que tampoco en este supuesto se lesionan derechos del partido, y que compromisos privados en orden a formular la renuncia en tales casos no son conformes al ordenamiento jurídico. Por estas razones, deniega el amparo solicitado. 

2. Tribunal Supremo (TS).-

Hay varias SSTS que vienen referidas a los derechos de los Concejales a participar en los asuntos públicos y, más concretamente, en los órganos colegiados municipales. Una de ellas –STS de 27 de junio de 2007, Ar. 240982– tiene por objeto el derecho a obtener información de los asuntos incluidos en el orden del día; derecho cuyo aseguramiento se pretende estableciendo un plazo mínimo de antelación de dos días hábiles para la convocatoria de las sesiones del Pleno (artículo 46.2.b de la LBRL), salvo las extraordinarias de carácter urgente. En el supuesto sobre el que se pronuncia la Sentencia, la urgencia de la sesión no quedó justificada suficientemente por parte del Ayuntamiento demandado. Menos cuando el enorme calado de los temas que iban a ser tratados en la sesión –aprobación de los Presupuestos municipales y del Texto Refundido del Plan General de Ordenación Urbana– difícilmente permite considerarlos asuntos que por su naturaleza impongan una decisión de urgencia y que su simple enunciado implique una motivación implícita. 

Por su parte, en las SSTS de 28 de abril de 2006, Ar. 3714 y 22 de marzo de 2007, Ar. 2633, el TS reconoce el derecho de un Concejal del Grupo Mixto irregularmente disuelto por el Pleno –y así reconocido por sentencia judicial firme– a formar parte de la Comisión Informativa de Urbanismo del Ayuntamiento, de la que había sido excluido por la condición de no adscrito que se había derivado de aquella disolución posteriormente declarada nula. A lo que no accede la Sala en ninguno de los dos casos, como también era pretensión de los recurrentes, es a declarar la nulidad de todos los acuerdos adoptados con el dictamen de tal Comisión mientras estuvieron ilegítimamente excluidos, así como de los actos derivados de los mismos. Considera el TS que las consecuencias de tal decisión resultarían desproporcionadas por el tiempo transcurrido, más cuando los recurrentes no han facilitado datos o referencias para valorar el alcance de la infracción. 

Otro derecho de los miembros de las Corporaciones locales es el de percibir indemnizaciones por el desempeño de sus cargos (artículo 75 de la LBRL). Indemnizaciones que, como se señala en la STS de 12 de julio de 2006, Ar. 6006, no se limitarán a cubrir los gastos efectivamente ocasionados por dicho ejercicio, englobando también las ganancias dejadas de percibir como consecuencia de la dedicación a los asuntos municipales. 

Como señala el artículo 63.1.b de la LBRL, los miembros de las Corporaciones locales que hubiesen votado en contra de un acto o acuerdo adoptado por las mismas están legitimados para recurrirlos ante los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa. Cuestión dudosa ha sido el momento en que comienza a computar el plazo para presentar este recurso que, a juicio del TC (STC 173/2004, de 18 de octubre) y del TS (SSTS de 20 de junio y de 3 de julio de 2006, Ar. 5153 y 3758 respectivamente), se sitúa en la fecha de la sesión en que se adoptó el acto o acuerdo recurrido. En el entender del Tribunal está que no se requiere ni notificación ni publicación del mismo a estos efectos, toda vez que los Concejales conocían el contenido del acto desde el momento mismo de su aprobación. No obstante, a la primera de las SSTS citadas se formuló un voto particular cuyos suscribientes rechazan la doctrina expuesta, atendiendo a la claridad del tenor literal del artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13!  de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA): el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo será de dos meses contados desde el día siguiente de la publicación de la disposición impugnada o al de la notificación o publicación del acto que ponga fin a la vía administrativa si fuera expreso. 

También la STS de 29 de marzo de 2007, Ar. 2657, se refiere al momento en que se inicia el cómputo del plazo para presentar recurso contencioso-administrativo contra un acuerdo local. En esta ocasión la entidad local concernida, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 56.1 de la LBRL, envió a la Administración del Estado copia de un acuerdo adoptado por el Pleno de la misma. La Administración estatal, al amparo del artículo 64 de la misma norma, solicitó a la Corporación!  la ampliación de información sobre el citado acuerdo y la remisión de copias de determinados documentos, presentando a su vista, y sin efectuar el requerimiento previo a que se refiere el artículo 65 de la Ley, recurso contencioso-administrativo. Este recurso fue inadmitido por el Tribunal de instancia en base a su presunta extemporaneidad, por entender que el cómputo del plazo de interposición comenzaba en la fecha en que le fue remitida a la Administración recurrente la copia del acuerdo, sin que su solicitud de información complementaria tuviese en este caso un efecto suspensivo que sólo procedería en los supuestos en que el recurso judicial viniese precedido de requerimiento a la Administración local en orden a la anulación del acto. El TS rechaza la interpretación del TSJ considerándola contraria al espíritu y a la finalidad de la norma, y a la propia lógica. Como dice el propio TS, aceptarla supondrí 92a “caer en el absurdo de que en los casos en que la información complementaria fuese recibida por la Administración requirente transcurridos dos meses desde la recepción originaria del acto o del acuerdo municipal ya no podría impugnarlo de modo directo por haber transcurrido el plazo para ello, y en cambio sí podría formular un requerimiento de anulación cuyo rechazo habilitaría de nuevo el cauce jurisdiccional del recurso contencioso-administrativo”. Desde luego, esta interpretación carece de sentido. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

Dada la gran cantidad de jurisprudencia emanada de los Tribunales Superiores de Justicia con sede en cada una de las Comunidades Autónomas, se procede a continuación a ofrecer una selección de la misma, intentando referir los pronunciamientos más significativos. No tiene, pu! es, esta relación carácter exhaustivo sino ejemplificativo de las resoluciones que se consideran más notables.

B) Cataluña.-

Sobre las competencias del Alcalde se pronuncia la STSJ de Cataluña de 9 de enero de 2007, Ar. 206293. Un Grupo Municipal impugnó un Decreto de Alcaldía en el que, ante la imposibilidad de constituir la Comisión de Gobierno de un Distrito en el Municipio de Barcelona por desacuerdo entre los distintos Grupos con representación, atribuyó a su Presidenta –designada por esa misma Alcaldía– las funciones de informe y propuesta que corresponden en condiciones normales a este órgano asesor. A juicio del Tribunal no cabe hablar en este caso de invasión competencial, en la medida en que esta decisión fue adoptada dentro de las competencias ejecutivas de la Alcaldía y, dentro de ellas, de las organizativas, con la finalidad de asegurar la continuidad de la actuación del Distrito conforme a los principios de unidad de gobierno y eficacia exigidos por el ordenamiento jurídico. Por esta razón, considera plenamente válido el citado Decreto. 

F) Cantabria.-

La STSJ de Cantabria de 20 de noviembre de 2006, Ar. 293052, se apoya en una previa doctrina constitucional que afirma que las formas de participación, una vez establecidas, son indisponibles para los poderes públicos –en particular los trámites de audiencia e información pública garantizados por el artículo 105 de la Constitución– para declarar la nulidad de un acuerdo de un Alcalde considerando definitivamente aprobados los presupuestos municipales en aplicación del artículo 197 bis.5 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (LOREG) –rechazo de una cuestión de confianza y!  transcurso de un mes sin presentarse moción de censura– . Como declara el TSJ, este precepto no regula un trámite excepcional de aprobación de dichos presupuestos, sino solamente una técnica para permitir la realización de una votación. En los casos, pues, que no resulte posible aprobar los presupuestos en Pleno, podrá actuarse este medio de desbloqueo, y a partir de ahí continuar el procedimiento previsto para dicha aprobación por el artículo 169 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Procedimiento que tiene como trámite necesario la exposición del proyecto al público para que los interesados puedan examinarlo y formular las alegaciones que estimen oportunas. Carecería de sentido que esta participación de los ciudadanos quedase sin efecto como consecuencia de la falta de mayoría suficiente para que los presupuestos sean aprobados por el Pleno del Ayuntamiento. 

K) Castilla-La Mancha.-

La STSJ de Castilla-La Mancha de 15 de enero de 2007, Ar. 127863, se pronuncia sobre el derecho fundamental de los Concejales a participar en los asuntos municipales como representantes de los verdaderos titulares de tal derecho –los vecinos del Municipio (artículo 23 de la Constitución)– y, más concretamente, sobre su posible vulneración en los casos en que aquéllos no puedan disponer desde la fecha de la convocatoria del Pleno de los expedientes relativos a los asuntos que allí van a tratarse. En el supuesto enjuiciado, el Tribunal entiende existente esa vulneración, que no se ve eliminada por el hecho de que los Concejales recurrentes dispusieran de la documentación de los asuntos durante 24 horas –la Ley en este punto es taxativa: debe estar a su disposición desde ! la fecha de la convocatoria, que debe realizarse con una antelación mínima de dos días hábiles, artículo 46.2.b de la LBRL–, ni por la participación de uno de ellos en la Comisión Informativa que analizó los diversos temas antes de la celebración del Pleno. Como señala expresamente la Sentencia, nada garantiza que los documentos de que dispuso previamente el actor en dicha Comisión fuesen los mismos que los que iban a servir de base para el debate del Pleno. 

L) Canarias.-

Pese a que el artículo 46.2.b de la LBRL establece que las sesiones del Pleno han de convocarse al menos con dos días hábiles de antelación (salvo las extraordinarias de carácter urgente), lo cierto es que el TSJ de Canarias, asumiendo una doctrina previa del TS, ha considerado válida en su STSJ de 19 de mayo de 2006, Ar. 325 una convocatoria que incumple este plazo mínimo. A juicio del Tribunal, la razón que justifica la previsión legal aludida estriba en asegurar a los Concejales información completa sobre los asuntos a tratar y un tiempo de reflexión sobre los mismos, antes de proceder a su debate y votación. En el supuesto enjuiciado, el vicio procedimental que supone el acortamiento del plazo descrito no ha impedido a los Concejales recurrentes participar, examinar, debatir y votar los asuntos propuestos en el orden del día, no existiendo por tanto impedimento alguno a la libre asistencia, deliberación o formación de la voluntad del órgano colegiado. 

P) Madrid.-

También el TSJ de la Comunidad de Madrid se ha referido en sus SSTSJ 189/2007, de 28 de febrero y 5/2007, de 10 de enero (Ar. 440 y 160541 respectivamente), a la jurisprudencia constitucional sobre el mantenimiento de la condición de cargos electos por aquellos Concejales que dejen de pertenecer al partido político por cuyas listas fueron elegidos, sea por expulsión, sea por abandono. Concejales que, como recuerda el Tribunal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 73.3 de la LBRL, tendrán la consideración de no adscritos, sin que puedan formar parte de ningún otro grupo político ni constituir el Grupo Mixto. A ello se suma la pérdida de los derechos económicos vinculados a los Grupos Políticos municipales, si bien mantendrán los que les correspondan individualmente como miembros de la Corporación. Y en ningún caso estas condiciones cercenan el derecho fundamental de estos Concejales a participar en los asuntos municipales como representantes de los vecinos, titulares de tal derecho (artículo 23 de la Constitución), manteniendo como mantienen intacta su posición y el derecho a voto en el Pleno del Ayuntamiento. 

Q) Castilla y León.-

L! as SSTSJ de Castilla y León de 2 de junio y de 20 de octubre de 2006 (Ar. 435 y 256760 respectivamente) se pronuncian sobre una cuestión común: la posibilidad de presentar más de una moción de censura contra el Alcalde por parte de los mismos concejales, durante un mismo mandato, si la primera no se hubiese tramitado ni votado. Entiende el TSJ que no hay causa que impida la segunda moción puesto que la primera quedó abortada por la condena penal de que fue objeto el Alcalde sobre la que recaía y por no tratarse de una dimisión sobrevenida contemplada en el artículo 197.3 de la LOREG, único supuesto que permite proseguir una moción de censura aunque no exista Alcalde. Por todas estas razones, la diligencia del Secretario-Interventor del Ayuntamiento admitiéndola y fijando fecha para su votación es un acto ajustado a derecho y no infringe el artículo 197.2 de la LOREG, que prohibe a los Concejales firmar durante su mandato más de una moción de censura. 

IV) BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.- 
No son demasiadas las novedades editoriales sobre organización municipal aparecidas recientemente. Quizás la obra más relevante, bien que de carácter general, sean los voluminosos Comentarios a la Ley de Bases de Régimen Local, dirigidos por Manuel Rebollo Puig y editados por Tirant lo Blanch, Valencia, 2007, 4 tomos. En ella, como su propio nombre indica, diversos especialistas en materia de régimen local comentan singularizadamente cada uno de los preceptos de la norma, entre ellos los referidos a la organización. Incorporan al comentario toda la tradición doctrinal y jurisprudencial destilada a lo largo de los 22 años de vigencia de esta importante Ley, ofreciendo asimismo una selección bibliográfica de los trabajos referidos a cada uno!  de los preceptos. 

Una obra con un calado dogmático importante es la de Ramón Parada Vázquez Segunda descentralización: del Estado Autonómico al Municipal, Cívitas, Madrid, 2007. En ella el autor reflexiona sobre las consecuencias que derivarían de la concreción real del incremento de la autonomía local que se desprende del Proyecto de Ley de Básica del Gobierno y de la Administración Local; Proyecto que tiene como finalidades evidentes aumentar las competencias estrictamente municipales en detrimento de las estatales y autonómicas, así como minorar los controles directos de éstos sobre los Municipios. Una aproximación sintética a este trabajo puede obtenerse de la lectura del artículo publicado por el mismo autor, con el mismo título, en el número 172 de la Revista de Administración P
 0ública, 2007. Relacionado con estas cuestiones se encuentra el trabajo de Antonio José Sánchez Sáez “El principio democrático de la Administración Local: la elección directa del Alcalde y las potestades de autoorganización y sancionadora”; Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica 302, 2006. En él se reflexiona sobre el tratamiento de estas cuestiones en dicho Proyecto, consecuencia asimismo de la consideración extensiva de la autonomía local que se contiene en él. 

Con pretensiones más aplicativas deben destacarse los libros de Esteban Corral García, El funcionamiento de los órganos colegiados de las entidades locales, La Ley-El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, Madrid, 2006 y de Antonio Serrano Pascual, El derecho de participación política de los Concejales (Manual del Concejal), Bayer Hermanos, Barcelona, 2007. Se trata de sendas obras que pretenden reflejar el desenvolvimiento de las sesiones locales la primera, mostrar la situación jurídica de los miembros de las Corporaciones locales la segunda. 
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